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1. INTRODUCCION 
La Consejería de Salud y Consumo de la Junta de Andalucía crea, por Orden de 2 de mayo de 1984 (<<BO­
JA» 29-5-84) la Comisión de Estudio de la Situación Jurídica en que se encuentra la población ingresada en 
establecimientos psiquiátricos andaluces. 
La presentación por parte del Consejo de Gobierno al Parlamel1to Andaluz de un Proyecto de Ley para la 
creación del Instituto Andaluz de Salud Mental, así como la reciente reforma del Código Civil en los precep­
tos reguladores de las condiciones jurídicas del internamiento, han hecho necesaria la creación de esta Comi­
sión, con el fin de investigar el índice de cumplimiento del ordenamiento jurídico dentro de los centros psi­
quiátricos. 
Concretamente, la mencionada Orden asigna a la Comisión las dos siguientes funciones (art. 2): 
al Realización del estudio detallado de las condiciones, tanto jurídicas como materiales, en lo que 
afecte directamente a la dignidad y respeto de los derechos fundamentales de los internados en los 
establecimientos psiquiátricos. 
b) Redacción de informe sobre los resultados del estudio realizado y conclusiones que de él puedan 
obtenerse. 
El campo de estudio se circunscribe al ámbito territorial de la Comunidad Autónoma Andaluza, afectando 
tanto a los Centros públicos como a los privados (art. 1) y para una mayor garantía en la objetividad del traba­
jo encomendado, se establece una absoluta independencia funcional respecto de la propia Consejería de Sa­
lud y Consumo de la Junta de Andalucía (art. 3). 
La Comisión adquiere inicialmente el compromiso, así recogido expresamente en la Orden (art. 5), de pre­
sentar su informe en un plazo no superior a seis meses. Sin embargo, según va desarrollándose el trabajo, se 
observa la imposibilidad material de cumplir dicho plazo ya que toda la investigación se realiza «ex novo» sin 
que se haya podido contar con datos estadísticos previos. Los informes debieron ser elaborados en colabora­
ción directa con los centros, siendo necesario realizar visitas no previstas para valorar la veracidad de los da­
tos. Estas circunstancias aconsejaron traspasar los seis meses y sacrificar la urgencia en favor de una infor­
mación más amplia y veraz. 
Finalmente, la Orden nombra como Presidente al Ilmo. Sr. D. Andrés Márquez Aranda, Magistrado-Juez 
de Peligrosidad y Rehabilitación Social y Vigilancia Penitenciaria de Málaga, indicándose que la Comisión 
contará con un número de miembros no inferior a cinco ni superior a siete que serán nombrados por Resolu­
ción posterior del Viceconsejero de Salud y Consumo. La Resolución por la que se nombra al resto de los 
componentes se dicta el 7 de junio de 1984 (<<BOJA» 15-6-84) y consta de los siguientes vocales: 
D. a Teresa Capilla Roncero. Especialista en Medicina Legal, Subdirectora del Hospital Psiquiátrico 
de Miraflores, de Sevilla. 
D. Serafín García Zé.randieta. Abogado Fiscal de la Audiencia Provincial de Huelva. 
D. José Antonio Sáinz-Pardo Casanova. Profesor Titular de Derecho Penal de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de Sevilla. 
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D. a Aurora Valenzuela Garach. Médico-Forense y Becaria en la Cátedra de Medicina Legal de la
 
Facultad de Medicina de Granada.
 
Secretaria: D. a Ana Isabel Moreno Muela. Licenciada en Derecho, Técnica de la Consejería de
 
Salud y Consumo.
 
Con fecha 13-11-84, la Viceconsejería resuelve sustituir a D. José Antonio Sáinz-Pardo Casanova por 
D. Borja Mapelli Caffarena, Profesor Titular de Derecho Penal de la Facultad de Derecho de Jerez de la Fron­
tera de la Universidad de Cádiz. 
Finalmente, por Resolución de 9-1-85 (<<BOJA» 18-1-85) se designa vocal de la Comisión de Estudio a 
D. Jesús Cabezudo Artero, Psiquiatra del Hospital de Valme, de Sevilla. 
2.	 NORMAS JURIDICAS QUE AFECTAN A LOS INTERNOS EN ESTABLECIMIENTOS PSIQUIA­
TRICOS 
2.1. Constitución española de 1978 
El arto 49 de la Constitución dice que: <dos poderes públicos realizarán una política de previsión, trata­
miento y rehabilitación e integración de los disminuidos... psíquicos, a los que prestarán la atención especia­
lizada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este Título otorga a 
todos los ciudadanos». 
Este artículo establece dos principios rectores de la política social: 
Primero. -La prestación de la atención especializada con el objeto de la previsión, tratamiento, rehabilita­
ción e integración de los disminuidos psíquicos. 
Segundo. - El amparo para el disfrute por los disminuidos psíquicos de los derechos que con carácter ge­
neral y para todos los ciudadanos establece el Título 1de la Constitución. 
Dejando para otro momento el estudio de la prestación de la atención especializada, nos centraremos 
ahora en el análisis de los derechos que reconoce la Constitución a todos los ciudadanos y cuyo disfrute por 
los disminuidos psíquicos debe ampararse. 
Este amparo de los derechos fundamentales especialmente referidos a los enfermos psiquiátricos, no es 
más que un reforzamiento de los principios contenidos en el artículo 9 respecto a todos los ciudadanos que 
viene exigido por las especiales circunstancias en que se encuentran aquéllos. 
Es necesario señalar que para nuestra Constitución el fundamento del orden político y de la paz social se 
encuentran en «la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de 
la personalidad, el respeto a la Ley y a los derechos de los demás» (art. 10). 
Entre estos derechos inherentes a las personas se encuentran: 
a)	 El «derecho a la vida y a la integridad física y moral», como presupuesto básico para el ejercicio de 
todos los demás derechos y libertades, y la proscripción de la tortura y los tratos inhumanos y degra­
dantes (art. 15). 
b)	 Como lógico corolario del anterior «se reconoce el derecho a la protección de la salud» (art. 43). 
c)	 El «derecho a la libertad y a la seguridad», estableciéndose que: «Nadie puede ser privado de su li­
bertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo yen los casos y en la forma previs­
tas en la Ley», y ordenando, para su garantía, la regulación de «un procedimiento de "habeas cor­
pus" para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente» 
(art. 17). 
d) El derecho a elegir libremente su residencia y a la libre circulación (art. 19). 
e) La igualdad ante la Ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de condiciones o 
circunstancias personales (art. 14). 
f) La libertad ideológica, religiosa y de culto (art. 16).
 
g) El derecho al honor, a lá intimidad personal y familiar y a la propia imagen (art. 18, n. o 1).
 
h) La inviolabilidad de domicilio y el secreto de las comunicaciones (art. 18, n. o 2 y 3).
 
i) La libertad de expresión e información (art. 20). 
j) El derecho a la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses le­
gítimos (art. 24). 
k) Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y 
reinserción social y no podrán consistir en trabajos formados (art. 25). 
1) El derecho a la educación y al acceso a la cultura (arts. 27 y 44). 
11) El derecho a la propiedad (art. 33). 
m) El derecho al trabajo, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satis­
facer sus necesidades y la de sus familias (art. 35). 
n) El derecho a la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad 
(art. 41). 
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Los derechos y libertades enumerados tienen una distinta protección, los reconocidos en el capítulo se­
gundo, artículos 14 a 38, vinculan a todos los poderes públicos (art. 53, n. o 1); los reconocidos en el artícu­
lo 14 y en la sección primera, artículos 15 a 29, tiene una protección especial ante los Tribunales ordinarios 
por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recur­
so de amparo ante el Tribunal Constitucional (art. 53, n. o 2); y los principios reconocidos en el capítulo terce­
ro (art. 39 a 52) simplemente informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los pode­
res públicos (art. 53, n. o 3). 
2.2. Estatuto de Autonomía de Andalucía de 1981 
El artículo 11 del Estatuto remite a los derechos y libertades anteriormente enumerados al establecer: 
«Los derechos, libertades y deberes fundamentales de los andaluces son los establecidos en la Consti­
tución». 
Y, más concretamente, el artículo 12 encomienda a la Comunidad Autónoma promover las condiciones 
para que la libertad y la igualdad del individuo sean reales y efectivas, y remover los obstáculos que impidan o 
dificulten su plenitud. 
2.3. ley Orgánica de «habeas corpus» 
La protección del derecho a la libertad personal a través del procedimiento de «habeas corpus» está reco­
gida en el número 4 del artículo 17 de la Constitución, que obliga al legislador a regularla, completando su 
complejo sistema de protección. 
En cumplimiento de este mandato el legislador aprobó la Ley Orgánica 6/1984, de 29 de mayo, que pre­
tende la articulación de un procedimiento rápido para conseguir la inmediata verificación judicial de la legali­
dad y las condiciones de la detención. 
De esta Ley sólo nos interesa destacar ahora que, conforme a su artículo 1, b), se consideran personas 
ilegalmente detenidas <das que estén ilícitamente internadas en cualquier establecimiento o lugar». Por ello, 
todos los internamientos están ya sometidos a control judicial mediante el procedimiento de «habeas 
corpus». 
2.4. Artículo 211 del Código Civil 
Pero el «habeas corpus» no determina las condiciones o requisitos que debe revestir el internamiento en 
Centros Psiquiátricos para que sea legal. Esta materia se encuentra actualmente regulada en el artículo 211 
del Código Civil, en la redacción dada por la Ley 1311983, de 24 de octubre, de Reforma del Código Civil en 
materia de tutela, cuyo artículo 2. o, 2, deroga el Decreto de 3 de julio de 1931. 
La Reforma debe valorarse positivamente en tanto que sustituye el control administrativo por el control 
judicial de los internamientos en establecimientos psiquiátricos. El Decreto de 1931, hoy derogado, no garan­
tizaba suficientemente la libertad personal ni protegía los intereses del afectado pues sólo contemplaba el 
control judicial en los supuestos de denuncia por internamientos indebidos en términos similares a la Ley de 
«habeas corpus» la cual juega un papel complementario en relación al artículo comentado. 
El análisis del artículo 211 del Código Civil que se hace en este informe se contrae exclusivamente a los as­
pectos que interesan a la protección del derecho a la libertad de los ciudadanos en relación con la actuación 
de los establecimientos psiquiátricos, soslayando la rica problemática que esta norma y la derogatoria del De­
creto citado plantean en otros campos. 
Ante todo conviene señalar que todo internamiento involuntario está sometido al control judicial por la 
vía de la autorización del juez competente. El principio general que establece es el de la previa autorización 
judicial. 
Se impone el análisis del sentido y alcance vinculante que para el establecimiento psiquiátrico pudiera te­
ner esta autorización previa. 
Se advierte, ante todo, que la norma no emplea el término orden o mandato judicial, sino la de autoriza­
ción, lo que implica que el juez ha analizado las circunstancias concurrentes en el caso, estimando que no 
concurren motivaciones ilegítimas en el internamiento solicitado, y que en principio, atendidos los informes 
periciales que se le han suministrado, existe una indicación terapéutica de internamiento. Por tanto, la solici­
tud de internamiento que se produzca, amparada por esta autorización judicial, está adornada con los presu­
puestos necesarios para que sea satisfecha, y, en consecuencia, debe producir inicialmente el interna­
miento. 
Pero debe quedar igualmente claro que tal autorización judicial no impone la permanenciél riel paciente en 
el establecimiento, hasta que se produzca una orden judicial en contrario. Esta subsiguiente permanencia só 
lo puede justificarse por la persistencia de la indicación sanitaria, de tal modo que, desaparecida la justifica­
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ción terapéutica del internamiento, el establecimiento está obligado a conceder el alta, sin esperar la autori­
zación judicial, aunque comunicándola al Juez autorizante, para que cese el deber de control que le impone 
el último párrafo del articulo que se comenta. 
Mayor problemática plantea el supuesto de autorización judicial «a posteriori» o aprobación de un inter­
namiento ya efectuado, que también contempla el artículo 211 del Código Civil. 
El análisis de este supuesto obliga a examinar las siguientes cuestiones: 
al Ambito de aplicación: la admisión por el Centro Sanitario de un paciente psiquiátrico, que no ha ex­
presado su voluntad favorable al internamiento, solamente está legitimada en los supuestos de urgente nece­
sidad, valorada exclusivamente con criterios médicos. Aunque esta norma se refiera al internamiento de un 
presunto incapaz, lo que plantea problemas de interpretación, ya abordados por la Circular de la Fiscalía Ge­
neral del Estado, de 8 de junio de 1984, y el informe del Gabinete Técnico del Consejo General del Poder Ju­
dicial de 23 de febrero del mismo año, debe entenderse que la presunción de incapacidad es una valoración 
jurídica, que debe efectuarse con referencia al arto 200 del Código Civil, y que correspondería, en su caso, al 
Juez llamado a otorgar la autorización. 
La valoración de la voluntariedad debe efectuarse en conexión con la amplitud del sujeto para prestar el 
consentimiento, de tal manera que si esa aptitud no existe, caso de los menores de 18 años y de los que su­
fran graves y profundas perturbaciones mentales, debe estimarse irrelevante su aparente consentimiento y 
considerarse su internamiento como involuntario. 
La necesidad y la urgencia del internamiento únicamente debe apreciarse con base en criterios sanitarios 
y bajo la responsabilidad exclusiva del órgano competente del establecimiento, el cual no está sometido a 
órdenes de persona alguna, aunque esté constituido en Autoridad, salvo el mandato del Juez Penal. 
bl Organo de Admisión: A fin de evitar la disparidad de criterios en la decisión de admisión de pacien­
tes, en el supuesto que se examina, la Comisión estima que sería conveniente la constitución en cada Centro 
de un Organo de Admisión, integrado por el Director-Médico, o quien legalmente le sustituya, el Jefe del 
Servicio de la Unidad de Agudos, el Médico de Guardia que atendió al paciente y un Asistente Social, los 
cuales deberán decidir sobre el ingreso en plazo no inferior a las 24 horas siguientes a su presentación en el 
establecimiento. 
En los supuestos de ingresos voluntarios cuando existan dudas sobre la capacidad volitiva del afectado el 
órgano de Admisión deberá emitir en el plazo de 24 horas un informe fundado sobre la aptitud para expresar 
dicho consentimiento. 
cl Procedimiento: Decidido el internamiento, se dará cuenta al Juez cuanto antes, y, en todo caso, 
dentro del plazo de veinticuatro horas, esta norma no determina la persona responsable de la dación de 
cuenta, ni la sanción en caso dé incumplimiento. La conveniencia de individualizar esta responsabilidad, 
aconseja imponerla al Director del establecimiento y su incumplimiento calificarlo como constitutivo de una 
falta muy grave a efectos disciplinarios. El artículo 203 del Código Civil dispone que las autoridades y funcio­
narios públicos que, por razón de sus cargos, conocieran la existencia de posibles causas de incapacitación 
en una persona, deberán ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal, añadiendo el artículo siguiente que 
cualquier persona está facultada para poner en conocimiento del Ministerio Fiscal los hechos que puedan ser 
determinantes de la incapacitación. Los preceptos dictados permiten, por vía de régimen interno, imponer al 
Director la obligación de comunicar el internamiento al Ministerio Fiscal, cuando, transcurrido un mes de la 
dación de cuenta al Juez, no se haya recibido del mismo la notificación de su resolución sobre la concesión o 
denegación de la autorización. 
La comunicación al Juez, y, en su caso, al Ministerio Fiscal deberá contener cuantos datos identificaüo­
res del paciente consten, fecha del ingreso, con indicación de la hora y datos clínicos relevantes que justifi­
quen la urgente necesidad de internamiento. 
dl Régimen Transitorio: Ante la ausencia de disposiciones transitorias sobre esta materia, se plantea la 
cuestión de la aplicación del arto 211 del Código Civil a los internados con anterioridad a la entrada en vigor 
de la Ley. En este punto parece prudente seguir el criterio adoptado por el informe citado del Gabinete Técni­
co del Consejo General de Poder Judicial, que se inclina por considerar aplicable a estos enfermos el régimen 
de control judicial semestral a que se refiere el tercer párrafo del nuevo artículo 211 del Código Civil. 
En consecuencia, y con el fin de que el Juez pueda ejercitar el indicado control, se estima conveniente 
que el Director del Centro dé cuenta al Juez de todos aquellos internamientos, anteriores a la entrada en vi­
gor de la Ley, que no tengan carácter voluntario. 
Dada la antigüedad de muchos de estos ingresos y las fundadas dudas existentes sobre sus característi­
cas originarias, la efectividad del régimen transitorio que se propone obligará a indagar la voluntad de cada 
uno de estos pacientes, con el fin de calificar su permanencia de voluntaria o involuntaria debiendo quedar 
en el correspondiente expediente constancia documental, debidamente autenticada, sobre la decisión. 
2.5. Código Penal y Ley de Enjuiciamiento Criminal 
Nos encontramos con los tradicionalmente denominados internamientos judiciales. Tienen su amparo le­
gal en los arts. 8-1. o y 9-1. o df'l Código Penal, en los supuestos de eximente completa o incompleta de enaje­
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nación mental; en el art. 381 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que ordena al Juez que advierta en el pro­
cesado indicios de enajenación mental, le someta inmediatamente a la observación de los Médicos Forenses 
en el establecimiento en que estuviere preso, o en otro público si fuere más a propósito o estuviese en liber­
tad; y la lamentable solución que los artículos 82 del Código Penal y 994 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
dan al supuesto del condenado a pena privativa de libertad que durante la ejecución de la misma cayere en 
enajenación mental, si bien esta modalidad de internamiento tendrá escasa incidencia en el ámbito psiquiátri­
co que se examina, pues el destino de estos enfermos es el establecimiento penitenciario especial correspon­
diente. 
Para el adecuado análisis de este delicado apartado de los denominados «judiciales» es conveniente efec­
tuar las siguientes consideraciones: 
a) Obligatoriedad de la Admisión: Es manifiesta la cobertura legal de la Orden Judicial de ingreso de es­
tos enfermos, tanto en los supuestos de situación preventiva, como en los de aplicación de las medidas de 
seguridad por ausencia o disminución de la imputabilidad, imponiéndose, por tanto, la obligatoriedad de su 
admisión. 
b) Régimen de estos internos: La incidencia en una misma persona de la condición de enfermo mental o 
sometido a observación psiquiátrica, y de sujeto a prisión provisional o a una medida de seguridad, plantea 
problemas de difícil solución en lo que hace referencia al régimen que debe ordenar su permanencia en esta­
blecimientos psiquiátricos no penitenciarios. 
De una parte estos centros sanitarios no están concebidos o no deben estar orientados a la custodia de 
personas sobre las que exista un especial deber de vigilancia por razones extrasanitarias. 
Desde otra perspectiva el preso o el sometido a medidas de seguridad goza de un «status» jurídico perfec­
tamente delimitado por la Ley Orgánica General Penitenciaria y su Reglamento, que le impone deberes y 
concede derechos, cuya exigencia y tutela está encomendada a una rama de la Administración Pública, bajo 
el control de un específico órgano jurisdiccional, el Juez de Vigilancia Penitenciaria. 
Pues bien, el hecho de colocar a estas personas fuera del ámbito penitenciario es gravemente perturba­
dor tanto para el centro sanitario, como para el propio afectado por la prisión o medidas de seguridad. Para 
aquél porque la adopción de los lógicos y especiales controles que su situación jurídica exigiría, distorsiona el 
régimen general del establecimiento. Para éste porque queda en una situación de desamparo frente a las le­
siones a sus derechos que su situación de excepción normalmente producirá, sin gozar de la tutela que debe­
ría dispensarle en principio la Administración Penitenciaria, cúya competencia queda circunscrita al ámbito 
de los establecimientos penitenciarios. 
Es ilustrativo a este respecto el desdichado ejemplo que se nos mostró en un Hospital Psiquiátrico donde 
un preso preventivo permanecía durante meses y de forma ininterrumpida en régimen de aislamiento total en 
su celda, de la que sólo salía esporádicamente a dar un paseo por el patio, cuando la custodia policial bené­
volamente lo decidía, y 'ello, con gravísimo riesgo de deterioro progresivo de su salud mental. 
Para evitar estas situaciones, la Comisión se ve en el deber de recomendar que el interno judicial debe que­
dar sometido al régimen general del establecimiento, en función exclusivamente de su condición de enfermo. 
c) Comunicación con las Autoridades Judiciales: Es posible que algunos de los problemas que surgen 
en torno a estos internados tengan su origen en el desconocimiento recíproco existente entre Organos Juris­
diccionales y Establecimientos Psiquiátricos. Se estima que sería conveniente establecer unos canales de co­
municación entre el Centro y los Juzgados y Tribunales. 
Esta comunicación o facilitación de información podría funcionar a dos niveles. De una parte, ofreciendo 
el Centro a los distintos órganos jurisdiccionales de la provincia respectiva de un informe global de sus carac­
terísticas, medios y sistemas terapéuticos; y de otra, facilitando informes detallados y periódicos de la evolu­
ción clínica que vayan experimentando los enfermos, cuya permanencia en el establecimiento dependa de la 
Autoridad Judicial. 
3. OBJETIVOS Y METODOlOGIA DE TRABAJO 
3.1. Objetivos de la Comisión 
Al amparo del art. 2 de la Orden de creación, la Comisión se señaló como objetivo el conocimiento de la 
situación de los establecimientos psiquiátricos, objetos de su estudio, en el exclusivo ámbito del grado de 
efectividad de los derechos fundamentales de los internados. Por tanto, de una parte quedaba excluido de su 
investigación los aspectos exclusivamente técnico-sanitarios, y de otra extendía su competencia a la cons­
tatación de las circunstancias que pudieran influir en el efectivo ejercicio de los derechos fundamentales por 
los internos. 
Aquel conocimiento de la realidad no se concebía más Que como un instrumento para emitir un juicio de 
valor sobre la adecuación entre la realidad analizada y las normas jurídicas comparadas de los derechos fun­
damentales, por tanto, se imponía la profundización en la interpretación del ordenamiento jurídico y la for­
mulación de propuestas de desarrollo del mismo en el ámbito interno de los establecimientos y, en su caso, 
de corrección de prácticas desviadas. 
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1.3.2. Metodología empleada 
La consecución de los objetivos de la Comisión fue llevada a cabo como el empleo de una metodología 
amplia que nos permitiera que el estudio fuera lo más objetivo y completo posible. 
Fundamentalmente, esta metodología consistió en: 
1. Reuniones de la Comisión. 
2. Visitas. 
3. Elaboración de encuestas. 
Pasamos a comentar cada uno de estos apartados. 
1.3.2.1. Reuniones 
Desde la constitución de la Comisión, momento que se trazaron las líneas de trabajo y los objetivos de la 
misma, ésta se ha venido reuniendo periódicamente en convocatorias ordinarias (aproximadamente una vez 
al mes) y extraordinarias en los casos en que era necesario. 
Ya que los miembros de la Comisión procedía de las distintas provincias andaluzas, era necesario reunirse 
con frecuencia para poder poner en común el trabajo individual o por grupos realizado. 
En aras a una mejor operatividad se dividió Andalucía en dos zonas: oriental y occidental. Asimismo, se 
hicieron dos grupos de trabajo dirigidos a cada una de las zonas. Se intentó que en cada grupo hubiera, al 
menos, un especialista médico y otro jurídico para conseguir una mayor amplitud en la perspectiva jurídico­
médica del problema. Por tanto, los fines fundamentales de cada grupo eran los siguientes: 
a) Realizar visitas a los establecimientos psiquiátricos de la zona. 
b) Poder conocer mejor la problemática jurídico-médica en torno a los ingresos en dichas Instituciones, 
así como en lo que respecta a la realidad social de la zona. 
1.3.2.2. Visita a los Centros Psiquiátricos 
Durante el mes de julio del pasado año se efectuarán unas primeras visitas a todas las instituciones psi­
quiátricas con el fin de presentarse a los distintos directores y gerentes dR cada centro e informarles de la 
existencia de la Comisión y de sus fines. 
Al mismo tiempo era necesaria esta primera toma de contacto para conocer, un poco más de cerca, la 
realidad. 
Tras estos contactos iniciales se diseñaron dos tipos de encuestas. 
Sin embargo, fueron necesarias 'unas segundas visitas, yen algunos casos terceras, para comprobar, ve­
rificar o comentar las encuestas y los problemas surgidos en la realización de las mismas. 
1.3.2.3. Elaboración de encuestas 
Para evitar criterios subjetivos de los miembros de la Comisión y con la esperanza de conseguir una ma­
yor información de las condiciones materiales y jurídicas en lo que afecte directamente a la dignidad y respe­
to a los derechos fundamentales de los ingresados en establecimientos psiquiátricos andaluces, se diseñaron 
dos tipos de encuestas. 
Una primera encuesta iba dirigida a formarse una idea de las condiciones materiales (instalaciones, espa­
cios hábiles, infraestructura de mantenimiento, etc ... ), humanos (número de personal sanitario, asistencial, 
limpieza, etc ... ) así como datos sobre la población ingresada en cada uno de los centros andaluces. El forma­
to original que se remitió a cada centro viene recogido en el anexo 11.1. 
La segunda era una encuesta individual para cada uno de los internados. 
La encuesta se dividió en varios apartados como sigue: 
/. Datos personales. 
11. Datos relativos al internamiento. 
111. Aspectos médicos. 
IV. Aspectos familiares. 
V. Aspectos relativos a los derechos básicos. 
El modelo original se adjunta en el anexo /1.1. 
Una vez cumplimentadas y remitidas las encuestas individuales se tomaron al azar val ;t.iS de cada centro 
para ver cuál había sido la forma general de contestación. 
El paso siguiente consistió en la elaboración de un diseño de los perfiles documentales de entrada y codi­
ficaciones de la encuesta para la posterior informatización de los datos. 
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La elaboración del diseño, la codificación de la encuesta y la obtención de los datos informatizados se 
realizó en el Servicio de Documentación e Informática Clínicas del Hospital Clínico «San Cecilia» de la Facul­
tad de Medicina de la Universidad de Granada. 
El diseño de los perfiles documentales viene recogido en el anexo 11.2.
 
Además, se realizaron correlaciones entre distintas variables que se reflejan en el apartado 11.3 del anexo.
 
En este punto hay que hacer un comentario sobre la colaboración prestada por los rlistintos centros estu­
diados cuya actitud, ante la labor de la Comisión, es determinante del grado de fiabilidad de los datos ob­
tenidos. 
En general, se ha encontrado la Comisión con una aceptable colaboración, teniendo en cuenta las dificul­
tades que la elaboración de las encuestas presentaban para los centros, dado el importante volumen de los 
mismos y la sobrecarga de trabajo que representaban. No obstante, es de justicia destacar aquellos estable­
cimientos, como el de Granada y Málaga-Provincial, que se significaron por el interés en el tema, y élquellos 
otros, como el de Almería, que destacó por su absoluta inhibición, hasta el extremo de que las encuestas tu­
vieron que ser materialmente efectuadas por dos miembros de esta Comisión, corriéndose el riesgo de que 
los datos no sean lo suficientemente precisos. 
La formulación de las encuestas se realizó por la Comisión sin asistencia de personal técnico cualificado, 
lo que determinó la insuficiente precisión de algunas preguntas con formulaciones abiertas que permitían 
una amplia gama de respuestas. Como consecuencia, se plantearon dificultades en el proceso de codifica­
ción, en gran medida soslayados por la especial colaboración prestada por el Servicio de Documentación del 
Hospital Clínico «San Cecilia», de Granada. 
Por tanto, los resultados deben interpretarse con suma cautela, aunque ofrecen las suficientes garantías 
para estimarlos fieles indicadores de la realidad analizada. 
4. ANALlSIS y VALORACION DE LOS DATOS 
Al confrontar los datos obtenidos en las encuestas con el disfrute de los derechos básicos de los internos, 
cuyo estudio se pretendía a través de aquéllas, se han observado unas pautas o líneas generales comunes a 
la mayoría de los centros, sin perjuicio de algunas notables excepciones, que se pondrán de manifiesto en el 
apartado correspondiente. 
Es necesario destacar que las cifras globales que se ofrecen en este apartado se han obtenido de las en­
cuestas de centros, ya que no se han remitido todas las encuestas individuales, incluso un Centro (Jaén) no 
ha enviado los datos correspondientes a los agudos. 
Pasamos a continuación a ofrecer las cifras generales de internos y su clasificación atendiendo a los crite­
rios recogidos en las encuestas: 
4.1. Datos descriptivos sobre los internados en establecimientos psiquiátricos andaluces 
N. o total de ingresados al 15 de septiembre de 1984 en Andalucía 
Agudos 
Crónicos 
. 
. 
. 
3.778 
475 (12,5 %) 
3.303 (87,4 %) 
De los 3.303 crónicos son seniles 
deficitarios 
profundos 
no consta 
. 
. 
. 
. 
907 (24 %) 
1.782 (47,15%) 
597 (15,08%) 
17 ( 0,4 %) 
La estructura de la población internada resulta que: 
el 59,15 son varones, y 
el 40,65 son mujeres 
Respecto al estado civil: 
Solteros son el 
Casados son el 
Viudos son el 
Otros 
No consta 
. 
. 
. 
. 
. 
79,99 % 
10,98 % 
6,28 % 
0,44 % 
3,37 % 
El primer dato que se pone de manifiesto en las anteriores cifras es el elevado porcentaje de pacientes 
crónicos o de larga estancia, lo que revela el carácter benéfico-asilar de las instituciones psiquiátricas, en de­
trimento de sus objetivos terapéuticos. Este dato se confirma con el alto porcentaje de seniles (24 %), que de 
no estar afecto por enfermedad psíquica no debieran estar ingresados, lo que, según el juicio de los propios 
centros, representa el 14,31 % del total de los internos. 
247 
Re... Asoc. Esp. Neuropsiquialría. Vol. V. N. " 13. 1985 
Por otro lado, es significativo el relativamente alto número de profundos internados (597 que representa 
el 15,08 % de los crónicos), ante las escasas expectativas de un tratamiento o terapéutica adecuado en dicho 
régimen hospitalario, que en todo caso exigiría personal especializado, instalaciones adecuadas y unos obje­
tivos rehabilitadores específicos. 
La distribución de la población interna por sexo revela la mayor facilidad para el acogimiento familiar de 
las mujeres, en tanto que normalmente puedan desarrollar actividades domésticas. 
El altísimo porcentaje de solteros (79,99 %) pone de manifiesto la desinserción social del que ingresa en 
los establecimientos psiquiátricos, así como las dificultades para casarse una vez diagnosticado de una enfer­
medad psíquica. 
Datos relativos a población, edades y tiempo de permanencia: 
Hemos considerado 11 centros, entre públicos y privados. 
Ingresados 
Son públicos: Ingresados x 1.000 habitantes 
Almería . 354 0,873 
Cádiz . 479 0,478 
Córdoba " . 372 0,518 
Granada . 283 0,383 
Huelva . 131 0,316 
Jaén . 453 0,690 
Málaga . 270 0,261 
Sevilla . 853 0,577 
(1) 
11) Referidos a población provinCial en 1981 
Son privados: Ingresados 
Ingresados 
x 1.000 habitantes 
Residencia «Ntra. Sra. del Carmen». Sevilla. . . . . . . . . . . . . . . . 
Sanatorio «San José». Málaga. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sanatorio Psiquiátrico «Ntra. Sra. del Sagrado Corazón. Má­
laga 
42 
274 
254 
La distribución proporcional de los pacientes por grupos de edad es: 
Años 
0-10 
11-16 
17-30 
31-60 
61-80 
81 
---------------t-----­
% 
0,44 
0,71 
8,94 
49,38 
30,08 
10,45 
---------.----.-----
Acumulativo 
--I-----------------­
100 
99,56 
98,85 
89,91 
40,53 
10,45 
que nos refleja una población bastante envejecida.
 
Es cuanto al tiempo que estos pacientes llevan ingresados sin ser dados de alta.
 
O/o Acumulados 
1-3 meses . 5,30 97,56 
3-6 meses . 4,88 92,26 
6 meses-1 año . 5,65 87,38 
1-5 años . 19,24 81,73 
5-10 años . 14,83 62,49 
10-más . 47,66 47,66 
Tiempo desconocido . 0,58 
l\Jo consta . 1,84 
Aparecen de forma manifiesta que predomina la población de «larga estancia» casi un 50 % llevan ingre­
sado más de 10 años y un 80 % más de un año. 
Con este cuadro y el anterior, se detecta que en general los Hospitales Psiquiátricos cumplen funciones 
asilares y centros de crónicos. 
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4.2. Valoración del disfrute de los derechos básicos de los internos 
A) Derecho a la libertad. 
a) Libertad absoluta: internamiento. 
Existen muchos más internamientos involuntarios (62,20 %) que voluntarios (32,12 %). Dentro de los in­
voluntarios se recurre habitualmente, fundamentalmente en los agudos, al mecanismo del internamiento ur­
gente en lugar de la previa autorización, lo que pone de manifiesto el desconocimiento de la legislación vi­
gente, la falta de relaciones fluidas entre los Centros y la Administración de Justicia y el escaso trabajo reali­
zado fuera de los Centros de cara a la valoración de los posibles ingresos. 
El número de ingresos involuntarios, en relación a todos los internados, se encuentra incrementado, por 
un lado, como cons6.:;uencia de considerar a los crónicos ingresados con anterioridad a la reforma del Códi­
go Civil como involuntarios, y, por otro, el aumento de ingresos involuntarios a partir de la reforma, por ha­
ber clarificado el carácter de los ingresos. 
De los ingresados no deben estar sometidos a tratamientos psiquiátricos el 13,91 % (frente al 84,10 %) y 
no deben estar ingresados para el tratamiento el 37,30 % (frente a15B,94 %). Existe, pues, un alto porcentaje 
de internos en los que no se justifica de modo alguno su internamiento (37,30 %) y entre ellos bastante 
(13,91 %) que no tiene relación con la asistencia psiquiátrica. Los ejemplos de disminuidos físicos y sensoria­
les que no padecen enfermedad psíquica se detectan en todos los Centros. 
Sobre todo, hay que resaltar que casi el 90 % de los internos que no deben estar ingresados, su perma­
nencia es debido a causas '3ociales, entre las que destacan las dificultades familiares (37,29 %). 
Los internos judiciales, preventivos y sometidos a medidas de seguridad, son 170 (el 4,5 %), destacando 
que en el Hospital de Huelva no existen judiciales, y que sólo existen pabellones específicos de judiciales en 
el Hospital Provincial de Córdoba. 
b) Libertad relativa: 
a) Libertad ambulatoria dentro del Centro. Los aislamientos habituales suponen el 3,32 %, dato que hay 
que completar con la constatación de que no existen prácticamente aislamiento entre los crónicos y que és­
tos se limitan a judiciales y agudos. 
La tónica general es que no existen limitaciones a la deambulación de los internos dentro de los Centros, 
salvo respecto a los agudos cuyo control es más estricto. 
b) Libertad ambulatoria total (salida del Centro). Sólo un 28,18 % de los internos no pueden salir del 
Centro, frente a un 68,62 % que sí. No obstante, realmente salen del Centro menos de la mitad por las difi­
cultades derivadas de la ubicación de los Centros (fuera de los cascos urbanos), de la institucionalización de 
muchos enfermos y de la carencia de medios para prestar la asistencia que algunos necesitan. 
c) Libertad de residencia (reinserción en la comunidad): 
El 12,63 % de los internos no tienen familias y el 81,88 % sí. De éstos, el nivel económico es bueno en el 
7,28 %, normal en el 28,33 %, malo en el 20,83 %, muy malo en el 6,60 % y el resto no conocido. Detectán­
dose que, en general, el nivel económico de los internos y sus familias es bajo. 
Los datos relativos a las visitas y colaboración de las familias respecto a los internos descubren la situa­
ción de abandono en que se encuentran y la necesidad de que las instituciones públicas asuman la función 
asistencial de los mismos en Centros adecuados. Como puede comprobarse con la correlación de las varia­
bles referidas a la situación familiar con las de la necesidad de tratamiento psiquiátrico, necesidad, razón y 
tiempo de internamiento. 
B) Seguridad Jurídica 
La mayoría de los internos no están incapacitados judicialmente, debiendo, no obstante, ya juicio de los 
Centros, incapacitarse al 36,75 %. Destaca, pues la necesidad de promover los procesos de incapacitación 
convenientes para regularizar esta situación. 
Es significativo, en relación al nivel económico, que en los Centros privados existe un mayor número de 
incapacitados, la mitad aproximadamente. 
Prácticamente no se lleva a cabo la revisión semestral exigida por el Código Civil. 
e) Intimidad 
En general, no existe hacinamiento de enfermos en grandes pabellones, las habitaciones suelen ser de 
dos a seis camas y no existen prácticamente habitaciones individuales. 
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Hay un gran número de internos que no dispone de ropa propia y son más aún los que no tienen la posibi­
lidad de guardar individualmente sus pertenencias. 
En general, los Centros favorecen la despersonalización de los internados. Son datos significativos de ello 
la ausencia total de espejos y de objetos y útiles de aseo personalizados. 
Existen dependencias de uso común no individualizadas para las visitas familiares, lo que impide la in­
timidad. 
D) Libre información y comunicación 
Aunque existe un cierto nivel de comunicación dentro del Centro, se constata una gran desconexión con 
el exterior, lo que repercute en el nivel de desinformación y el conocimiento de los patrones de conducta so­
ciales. 
En general, no existen bibliotecas, lleva poca prensa al Centro y la que llega no se usa por los internos. 
E) Educación y cultura 
La mayoría de los internos son analfabetos (48,48 %) o tienen sólo una instrucción primaria (37,72 %). 
Casi la mitad de los internos (46 %) pueden mejorar su formación. 
F) Integridad física, moral y protección de la salud 
Desde la perspectiva de los objetivos y límites de la Comisión, no podemos entrar en los temas de trata­
miento médico. Aunque sí podemos hacer constar lo siguiente: 
No se abusa de los medios de sujeción mecánicos, aunque a veces se llevan a cabo sin la indica­

ción terapéutica necesaria.
 
No se usa terapia electroconvulsiva.
 
Se detectan problemas de higiene personal.
 
Los servicios de medicina interna no son completos, pero se complementan con los Hospitales
 
Generales.
 
G) Trabajo, remuneración y Seguridad Social 
Salvo en Almería, no existen trabajos productivos concertados con el exterior. 
En general, los internos trabajan en actividades de servicio al Centro, con la excepción de Huelva, que tie­
nen contratados todos los servicios con el exterior. La remuneración es escasa, no se fija atendiendo a crite­
rios terapéuticos ni laborales, con la excepción de Almería y más limitadamente en el Puerto de Santa María, 
donde se fija la remuneración atendiendo a aquellos criterios. 
No existe ningún tipo de cobertura de Seguridad Social para los internos que trabajan. 
En resumen, podemos afirmar que el trabajo de los internos responde más a las necesidades e intereses 
del Centro que a la rehabilitación de los pacientes. 
H) Recursos económicos y administración 
La mayoría pone los medios mínimos necesarios para sus pequeños gastos que obtienen a través de pen­
siones, especialmente de fondos'benéficos (F.O.N.A.S.). 
Sólo una tercera parte (32,47 %) de los internos administran sus recursos, a los demás se lo administran 
la institución, la familia, otras personas o no consta. 
/} Medios materiales 
La alimentación suele ser buena, la calefacción deficiente y las instalaciones y servicios no se encuentran 
en óptimas condiciones por falta de mantenimiento. Málaga, en concreto, destaca por sus deficientes insta­
laciones. 
El uso de algunos servicios, tales como las duchas, viene determinado por horarios fijados por el 
Centro. 
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J)	 Medios de personal asistencial 
Incluimos a continuación cuadro de personal asistencial en relación a internos, en los que se constata la 
relación psiquiatra-personal técnico-auxiliar, respecto a los pacientes, observándose una gran diferencia en­
tre los distintos Centros y entre 106 públicos y privados. 
Centro 
N.O 
ingresados 
Relación 
int.-psiq. Interno-técnicos 
Internos-
personal aux. 
Hospital Psiquiátrico Provincial 
de Almería ................ 356 89-1 17-1 4-1 
Hospital Psiquiátrico Provincial 
de Cádiz .................. 479 37-1 13-1 3-1 
Hospital Psiquiátrico Provincial 
de Córdoba ............... 354 44-1 29-1 4-1 
Unidad de Agudos. Córdoba ... 18 3-1 2-1 0,6-1 
Hospital Psiquiátrico Provincial 
de Granada ............... 283 19-1 7-1 3-1 
Hospital Psiquiátrico Provincial 
de Huelva ................ 131 13-1 5-1 2-1 
Hospital Psiquiátrico Provincial 
de Jaén .................. 455 25-1 8-1 2,1-1 
Hospital Psiquiátrico Provincial 
de Málaga ................ 270 (*) (*) (*) 
Sanatorio «San José». Málaga .. 273 14-1 9-1 
Sanatorio «Ntra. Sra. del Sagra­
do Corazón». Málaga ....... 265 44-1 17-1 8,2-1 
Hospital Psiquiátrico Provincial 
de Sevilla .............. , .. 853 32-1 11-1 3-1 
Clínica Dr. Escudero. Sevilla .... 40 40-1 40-1 10-1 
(0) No pueden valorarse los datos obtenidos porque el número total de psiquiatras, personal técnico y personal auxiliar no atiende a los 
270 internados exclusivamente. 
5.	 CONCLUSIONES 
a) Existe una diversidad legislativa que dificulta el mecanismo previo de control judicial y administrativo 
del internamiento psiquiátrico involuntario. 
b) En la actualidad el control judicial se realiza en base al arto 211 del Código Civil. Su actual reducción 
satisface sólo parcialmente los numerosos supuestos de internamiento psiquiátrico. 
c)	 La administración de los Centros no viene obligada por el ordenamiento jurídico aplicado a colaborar 
en un control judicial completo, quedando en la mayoría de los casos al arbitrio del celo profesional o 
voluntarismo de quienes ocupan los puestos de responsabilidad. Esta laguna legal no sólo conlleva 
que sea deficiente la información de los órganos administrativos al Juez, sino también la imposibili­
dad de exigir responsabilidades por negligencia. 
d)	 Se aprecia una grave laguna en el régimen que debe seguir el internamiento y su posterior desarrollo 
respecto de los presos preventivos, necesitados de tratamiento psiquiátrico. 
e)	 No se encuentran en la actualidad suficientemente garantizadas por la legalidad vigente los derechos 
fundamentales de los internos y particularmente los derechos de información, comunicación, digni­
dad humana y el principio de voluntariedad. 
f)	 La realidad pone de r.lanifiesto la anomalía jurídica y asistencial de internos no necesitados de trata­
miento psiquiátrico o de internamiento en este tipo de Centros, así como la práctica inexistencia de 
incapacitación judicial. 
g)	 Frente a la situación de internamiento que por sí representa una limitación importante a los derechos 
fundamentales y un riesgo de lesión a los mismos, no se aprecia en la población psiquiátrica andalu­
za un aumento de conflictividad jurídica, lo que denota una situación de práctica indefensión de la 
misma. 
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h)	 En el ámbito de la actividad laboral de los internos, se aprecia la misma deficiencia que en el campo 
penitenciario, al no existir una regulación específica de la labor terapia. 
i)	 La ausencia de instituciones tutelares constituidas convierte a los responsables del Centro en guar­
dadores de hecho de los internos, quedando en sus manos la protección de esas personas y la admi­
nistración de sus bienes. 
j)	 La población internada en establecimientos psiquiátricos andaluces está compuesta en un alto por­
centaje por ancianos con altos tiempos de internamiento, pudiéndose deducir la existencia de pro­
blemas sociales de fondo, siendo, en consecuencia las funciones fundamentales de estos estableci­
mientos asilares y de cobertura social y no terapéutica. 
k)	 Se aprecia un esfuerzo de la Administración en el mejoramiento de las instalaciones, aunque destaca 
por su situación de abandono y total inadecuación el Hospital Psiquiátrico Provincial de Málaga. 
1)	 A pesar dn.l interés detectado en la práctica totalidad de los Centros por reducir el proceso de institu­
cionalización de los enfermos, la actual estructura asistencial en su generalidad sigue favoreciendo 
la cronificación, salvo en aquellos supuestos específicos en los que la política asistencial se orienta 
hacia la asistencia psiquiátrica en la comunidad, en cuya actividad destacan los servicios psiquiátri­
cos de Málaga. 
8.	 RECOMENDACIONES 
a)	 Sería conveniente apoyar toda iniciativa legislativa que tienda a la unificación y clarificación de la 
normativa sobre internamiento psiquiétric'o involuntario. 
b)	 En tánto no se produzca el desarrollo normativo del arto 211 del Código Civil, se propone la interpre­
tación y aplicación del mismo en el ámbito administrativo de los establecimientos psiquiátricos anda­
luces, en los términos expuestos en el apartado 2.4. de esta Memoria. 
c)	 En cuanto al internamiento de los presos preventivos y sometidos a medidas de seguridad, conven­
dría potenciar las relaciones de los establecimientos psiquiátricos con los órganos jurisdiccionales en 
el sentido recogido en el comentario sobre Código Penal y Ley de Enjuiciamiento Criminal (aparta­
do 2.5.). 
d) Promover las condiciones necesarias para que los derechos fundamentales de los internos referentes 
a la información y comunicación se desarrollen adecuadamente. 
e) Corregir las deficiencias detectadas en orden a la protección del derecho a la dignidad humana e inti­
midad de los internos. 
f)	 Promover las medidas oportunas para encontrar soluciones alternativas adecuadas, de orden asis­
tencial, para los ingresados no necesitados de tratamiento o internamiento psiquiátricos y dar cum­
plimiento al arto 203 del Código Civil, respecto a los restantes. 
g) Dar traslado del presente informe al Ministerio Fiscal y·al Defensor del Pueblo Andaluz, en atención 
a sus funciones protectoras, y de defensa de los derechos humanos. 
h) Reglamentar con normas de régimen interno precisas las actividades laborales de los internos en el 
Centro. 
i) La necesidad de reglamentar, mediante la normativa interna correspondiente, la administración de 
los recursos económicos de los internos no incapacitados. 
j) La intervención urgente de la Administración para solucionar el problema que plantea, en cuanto a 
instalaciones el Hospita'l Provincial Psiquiátrico de Málaga. 
k) Potenciar aquellas medidas asistenciales que eviten la institucionalización de los pacientes. 
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